STJSL-S.J. – S.D. Nº 049/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a dieciocho días de junio de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “BORDON MIGUEL ANGEL c/ TRANSPORTES LIBERTADOR S.A. s/ COBRO DE PESOS s/ RECURSO DE CASACION”. IURIX Nº 71384/7.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

V) ¿Cuál sobre costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. 453/461 vta., se presenta el apoderado de la parte actora y funda Recurso de Casación  interpuesto a fs. 442, contra la Sentencia Definitiva Nº 44/2012 (fs. 433/438), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que revoca el inc. g) de la sentencia de Primera Instancia obrante a fs. 369/372 vta.

Que conforme lo dispone el art. 287 del C.P.C. y C., el actor se agravia: 1) Por haber dejado de aplicar la Excma. Cámara las leyes N° 25.013 en su art. 9° y la N° 25.972 en su art. 4°; 2) Haber dejado de aplicar el art. 1° del decreto reglamentario del Poder Ejecutivo Nacional N° 2014/04; 3) Haber aplicado la norma de un decreto del Poder Ejecutivo Nacional que no corresponde art. 2° N° 1433/05 y haber interpretado, en forma errónea, el art. 4° de la ley N° 25.972 y su decreto reglamentario N° 04/2014.

Manifiesta, que la Excma. Cámara modificó la fecha de ingreso del actor, en relación a lo decidido en el fallo de primera instancia, considerando que la misma fue el 12/01/04, en lugar del 12/03/02, excluyendo la aplicación del art. 4 de la ley N° 25.972.

Sostiene el agraviado que, debió considerarse a los efectos de la aplicación del citado artículo, la fecha del distracto, ésta es el 12/08/05. Pues dicho régimen legal, ley N° 25.972, entró en vigencia el 18/12/04, de manera que estaba vigente al momento del término de la relación laboral, arbitrariamente dispuesta por la demandada.

Asimismo aclara que, el decreto reglamentario de dicho agravante, vigente durante el contrato de trabajo que vinculó a las partes, fue el art. 1° del decreto N° 2014/04 (07/01/05) y no como indebidamente ha pretendido aplicar la Excma. Cámara, el decreto N° 1433/05 (01/12/05).

Expresa que, todo lo dicho por el testigo Vega, se debió valorar con igual criterio, en tanto así lo declaró y consignó en el acta de la audiencia, estando vedado fraccionar dicha prueba cuando el perjudicado ha sido el obrero.

Agrega que, los vericuetos esbozados por el fallo de la Excma. Cámara a fin de diluir el sentido y espíritu de la declaración de Vega, hasta el punto de dejar huérfano tan valioso elemento probatorio, son producto de una discrecionalidad carente de valoración a la luz del principio de la sana crítica.

Concluye, en definitiva, que el demandado debe abonar al actor, el incremento de la indemnización por antigüedad del art. 4 de la ley N° 25.972, resultando arbitraria y contradictoria la sentencia de la Excma. Cámara.

2) Que corrido traslado a la contraria, esta contesta a fs. 481/485 vta., solicitando el rechazo del recurso con costas, porque pretende obtener la revisión del fallo, cuestionando la valoración que la Excma. Cámara hizo, lo que a todas luces no es admisible, verificándose que el Tribunal ha fallado conforme a derecho y en armonía a lo resuelto por la jurisprudencia.

3) Que a fs. 496/498 vta., obra dictamen del Sr. Procurador General, quien se expide por el rechazo del Recurso de Casación, por las razones que invoca y que se dan por reproducidas en honor a la brevedad.

4) Que corresponde en primer término determinar si se cumplen los requisitos establecidos por la Ley de Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.

Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo; gozando del beneficio de gratuidad  por ser obreros y actores, siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en el art. 286 y 289 del C.P.C. y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. “a”, del C.P.C. y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: 1) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente, que para la procedencia del Recurso de Casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado.

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- , sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado, objetivado, por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues esta ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª . Edición, p.213; STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas  s/ Cobro de Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).
Asimismo debe recalcar que la fundamentación del recurso, por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del C.P.C. y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.

2) Que de la lectura del recurso en estudio se advierte con meridiana claridad, que se plantean cuestiones de naturaleza probatoria ajenas a la Casación, en virtud de lo expresamente establecido por el art. 288 del C.P.C. y  C.  y según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio, busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. (Cfr. STJSL-S.J.N° 6/11. “Flores, Martín Manuel c/ Páez, Alberto y Otros s/ Cobros de Pesos - Recurso de Casación”. Expte. N° 22-F-10- TRAMIX (IURIX) N° 781188/6, 24/02/11, entre otros).

Así, las quejas expresadas se refieren más a la valoración de la prueba que ha realizado la Excma. Cámara, que a una deficiente aplicación de la ley o errónea interpretación legal.
                            Que si bien, el actor sustenta la casación en los supuestos contemplados por el art. 287 de la Ley de rito, no es menos cierto que los fundamentos desarrollados a lo largo del escrito, se refieren a un constante planteamiento sobre aspectos procesales, circunscribe sus agravios en la falta de aplicación de normas, pero que en definitiva  se refiere a materia de hecho y prueba, merituados en su oportunidad,  por los tribunales inferiores,  lo que escapa al ámbito del recurso en estudio por expresa disposición del art. 288 del C.P.C. y C.
                              “En virtud del sistema imperante en el fuero laboral, la apreciación, jerarquización y selección de las pruebas aportadas a la causa es tarea exclusiva del Tribunal del Trabajo, que no conoce más límite que la "conciencia" del Juez, esto es su prudencia jurídica, y que sólo resulta revisable en la instancia del recurso de inaplicabilidad de ley si se evidencia la existencia de absurdo” . (Cfr. “La Luz, Elio Rafael vs. Meneghin, Hugo Horacio s/ Despido” /// Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires; 22-10-2008; Rubinzal Online; RC J 1670/09. Acceso: www.rubinzal.com.ar).

                                  No cualquier disentimiento autoriza a tener por configurado el absurdo; en consecuencia, no es suficiente manifestar que la apreciación efectuada por el Juez es discutible, opinable o poco convincente, porque se requiere algo más: la demostración del vicio lógico del razonamiento, o una grosera desinterpretación material de alguna prueba, al punto de haber llevado al tribunal a establecer conclusiones claramente insostenibles, contradictorias entre sí, o inconciliables con las constancias que resultan de la causa, lo que no avizoro en autos.
                                Que en efecto, el recurrente cuestiona la fecha de inicio de la relación laboral determinada por la Excma. Cámara, a la cual supedita la aplicación de la norma pretendida, y que intenta desvirtuar con una débil testimonial, frente a lo cual no evidencio absurdo en la apreciación de los elementos probatorios valorados por la Excma. Cámara.

                                “La determinación de la  fecha  de inicio de la relación laboral constituye una facultad privativa de los Tribunales del Trabajo, y la decisión que éstos adopten al respecto está exenta de revisión en casación, salvo absurdo”. (Cfr. SCBA B55794 LP L 97962 S “Urrutia, Javier Luis c/Usina Pop. Cooperativa de Obras, Servicios Públicos y Soc. Ltda. de Necochea”; "Sebastián de María" y Otro s/Indemnización por despido”, 29/02/2012. Acceso: www.scba.gov.ar).

                                Es criterio de este Alto Cuerpo que: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (Cfr. STLSL “Monsalvo Eduardo Nicasio c/ Mario Maturano  s/ Daños y Perjuicios - Recurso De Casación, 29-11-2005).
3) Cabe recordar aquí, que los jueces de los tribunales de casación deben ajustar la hermenéutica de la norma que regla el recurso y el encartamiento del hecho a lo expresamente establecido en la ley específica, no pudiendo soslayarse que para analizar las transgresiones constitucionales, o para determinar un criterio de justicia, existen otros remedios procesales que no son precisamente los moldes estructurales en que debe transitar el juez de casación, tanto más cuanto su tergiversación traería como corolario un abuso de poder que excedería los límites de la potestad jurisdiccional, que para la casación se les ha confiado (Cfr. STJSL, “Cebada Juan Carlos c/ Noemí Aguerrido – Desalojo – Recurso de Casación”, 02-11-05).
Debe subrayarse que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia, que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.
Ello nos lleva a sostener que  “... esta excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (Cfr. De La Rua Fernando – Recurso de Casación, p. 312).
Por ende no corresponde en esta oportunidad, juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose  al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (Cfr. C.S. Bs. As.: In re – “Carbonel Gregorio Nº 23.785, Fariña Juan Nº 24.126).
De ello se infiere que la sentencia cuya casación se pretende nada tiene de arbitraria. No contiene errores sustanciales, capaces de configurar algunas de las causales previstas en los términos del art. 287 y por lo tanto debe ser confirmada.
Al respecto se tiene dicho que, asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación, se llegue a este punto con el fin de reeditar la justicia material de la sentencia de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la Ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “Romero Roque Daniel – Recurso De Casación”, 29-11-05, “Baigorria Silvia Graciela c/ Saisa. – Demanda Laboral- Recurso de Casación”, 27-03-2007, entre otros).
4) Por tal motivo, corresponde destacar que, con la casación se solicita el reexamen de la sentencia, para aplicar en su caso la corrección jurídica, juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la ley. (Cfr. S.T.J.S.L., “Camilli Héctor Adolfo - Bustos Luis C. y Anello De Bustos A.E.  c/ Páez Francisco y Correa De Páez  Rosalía –Medida Preliminar- Prueba Anticipada s/ Recurso de Casación”, 27-10-2007), debiendo surgir ello de los fundamentos esgrimidos por el recurrente, lo que no acontece en autos.
En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 C.P.C. y C, sino que va más allá, pretendiendo rever el criterio de selección y valoración de la prueba rendida en autos, realizado por el Tribunal de Alzada, es que corresponde desestimar el recurso articulado.
Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde el rechazo del recurso deducido, por lo que VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado. ASI LO VOTO. 
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Costas al recurrente vencido.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
///…

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, dieciocho de junio de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado. 
II) Costas al recurrente vencido.
REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-

_____________________________________________________________________________________________________
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA y OSCAR EDUARDO GATICA en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.
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